
DESPACHO 0111-26
DESPACHO DE MAYORIA

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expediente N° 833-D-2026, de Ley, de autoría de la Diputada María del Pilar Ramírez, en coautoría de los Diputados Juan Pablo Arenaza, Marcelo Gregorio Ernst, Juan Ignacio Fernández, Rebeca Fleitas, Andrea Freguia, Silvia Imás, Marina Kienast, Lucia Montenegro, Nicolás Pakgojz, Sandra Mónica Rey, Leonardo Saifert y Diego Vartabedian, el cual solicita la sanción del RÉGIMEN DE INCENTIVO PARA MEDIANAS INVERSIONES EN LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES. 

Considerando:



Que el presente proyecto de ley tiene por objeto crear el Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (RIMICABA), en articulación con el Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones (RIMI) instituido en el Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802. La norma nacional creó un régimen aplicable en todo el territorio de la República Argentina con objetivos expresos de incentivar inversiones medianas, promover el desarrollo económico y de las cadenas de valor, fortalecer la competitividad, incrementar las exportaciones de mercaderías y servicios, y favorecer la creación de empleo. En ese marco, el presente proyecto procura que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires acompañe esa política mediante herramientas locales orientadas a facilitar la radicación, ampliación y consolidación de inversiones productivas efectivamente desarrolladas en nuestra jurisdicción.



Que el RIMICABA agrega incentivos locales a favor de quienes ya hayan sido admitidos en el régimen nacional y acrediten, además, su efectiva radicación y actividad en la Ciudad. De ese modo, los beneficios locales quedan vinculados exclusivamente a la inversión productiva aprobada, evitando desvíos, extensiones impropias o usos ajenos a la finalidad económica perseguida por este proyecto. El régimen propuesto para la Ciudad se inserta de manera complementaria en la arquitectura promocional del RIMI, procurando reducir, en el ámbito local, parte de la carga tributaria que incide sobre la puesta en marcha y expansión de inversiones productivas. La combinación entre incentivos nacionales y locales va a mejorar las condiciones de factibilidad de proyectos que requieren un alivio en sus costos iniciales de instalación, equipamiento, contratación y desarrollo.



Que el perfil económico de la Ciudad se destaca por una fuerte presencia de actividades de servicios, tecnología, turismo, salud, construcción, industrias culturales, gastronomía y otras ramas intensivas en capital, equipamiento, innovación y empleo. En ese contexto, favorecer la inversión productiva de las miles de Pequeñas y Medianas Empresas, no sólo promueve nuevos proyectos, sino también permite ampliar capacidades instaladas, incorporar bienes de capital, profesionalizar procesos, acelerar obras y generar mejores condiciones para la creación de puestos de trabajo formales. Promover incentivos fiscales para las PyMes tendrá un impacto positivo en los indicadores socioeconómicos, así como en el desarrollo productivo y el fortalecimiento de la actividad comercial porteña.



Que para impulsar las actividades productivas resulta indispensable contar con una fuente de financiamiento a largo plazo. El artículo 55 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires dispone que la Ciudad debe contar con un sistema financiero orientado a canalizar el ahorro público y privado mediante una política crediticia que promueva el crecimiento del empleo y la calidad de vida, priorizando la asistencia a la pequeña y mediana empresa y el crédito social. En línea con ese mandato constitucional, la Carta Orgánica del Banco de la Ciudad de Buenos Aires lo instituye como banco oficial de la Ciudad, su agente financiero e instrumento de dicha política crediticia. La misma Carta Orgánica prevé, además, que el Banco puede operar líneas de crédito con tasas y plazos preferenciales destinadas al fomento de actividades económicas, científicas y culturales que se desarrollen en la Ciudad. Por ello, la exhortación contenida en el proyecto para que el Banco Ciudad implemente líneas preferenciales a favor de los beneficiarios del régimen no constituye una innovación extraña a su mandato, sino una aplicación plenamente consistente con su finalidad institucional y constitucional.



Que ello permite dotar al régimen de focalización, trazabilidad y razonabilidad, al tiempo que brinda una señal clara de previsibilidad a quienes elijan desarrollar actividad productiva en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. En un escenario en el que la inversión, el crédito y el empleo exigen marcos normativos consistentes, la Ciudad no debe quedar al margen de instrumentos que favorezcan la expansión de su base productiva y la generación de trabajo genuino.



Por lo expuesto, esta Comisión de DESARROLLLO ECONÓMICO y MERCOSUR, en conjunto con la Comisión de PRESUPUESTO, HACIENDA, ADMINISTRACIÓN FINANCIERA Y POLÍTICA TRIBUTARIA, aconsejan la sanción de la siguiente
LEY



Artículo 1°.- Se crea el Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (RIMICABA).



Art 2°.- Los objetivos del RIMICABA son principalmente los siguientes:
a) Incentivar las Medianas Inversiones nacionales y extranjeras en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires para una mayor prosperidad de la Ciudad.

b) Promover el desarrollo económico y de las cadenas de valor.
c) Desarrollar y fortalecer la competitividad de los diversos sectores económicos.
d) Incrementar las exportaciones de mercaderías y servicios.
e) Favorecer la creación de empleo.
f) Fomentar el financiamiento mediante créditos otorgados por el Banco de la Ciudad de Buenos Aires.


Art 3°.- Podrán ser beneficiarios del RIMICABA los sujetos que se encuentren previamente inscriptos y aprobados como beneficiarios del Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones previsto en el Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802, exclusivamente respecto de la actividad e inversión productiva por la cual hubieran sido aprobados.
La revocación, suspensión o caducidad de la condición de beneficiario en el Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones previsto en el Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802 deberá ser comunicada por el beneficiario a la Autoridad de Aplicación del RIMICABA dentro de los cinco (5) días hábiles de notificado el acto administrativo correspondiente. La Autoridad de Aplicación dispondrá la pérdida de la condición de beneficiario del RIMICABA y el cese de pleno derecho e inmediato de los beneficios establecidos en la presente.
La omisión de la comunicación en el plazo indicado, dará lugar a la aplicación de las sanciones que disponga la reglamentación.


Art 4°.- Se encuentran excluidos del acceso al RIMICABA los sujetos mencionados en el artículo 184 del Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802.



Art 5°.- Se entenderá por inversiones productivas, las contempladas en el artículo 180 del Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802.


Art 6°.- A los efectos de gozar de los beneficios previstos en la presente los sujetos deben acreditar:
a) Su efectiva radicación y ejercicio de la actividad productiva en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en la forma y condiciones que determine la reglamentación.
b) Su condición de sujeto beneficiario del Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones previsto en el título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802, con excepción de lo establecido en el artículo 8° de la presente.

c) Encontrarse al día en el cumplimiento de las obligaciones impositivas locales y nacionales.


Art 7°.- Los sujetos comprendidos en la presente gozarán de los siguientes beneficios:
a) Exención del Impuesto sobre los Ingresos Brutos que resultare aplicable a los ingresos derivados de la actividad que realicen dentro de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en función de la cual se encuentren adheridos al Régimen de Incentivos para Medianas Inversiones (RIMI) previsto en el Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802.

b) Exención del pago del impuesto de Sellos, que establece el Código Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, respecto de los contratos suscriptos en esta jurisdicción, relacionados directamente con el desarrollo de la actividad por la que se encuentran adheridos al Régimen de Incentivos para Medianas Inversiones previsto en el Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802.

c) Exención del Impuesto Inmobiliario y de la Tasa retributiva de los servicios de “Alumbrado, Barrido y Limpieza, Mantenimiento y Conservación de Sumideros”, que establece el Código Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, respecto del inmueble construido como consecuencia directa de las inversiones en obras realizadas bajo el Régimen de Incentivos para Medianas Inversiones previsto en el Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802.



Art 8°.- Ínstese al Banco de la Ciudad de Buenos Aires a adoptar las medidas necesarias a fin de implementar líneas de crédito preferenciales, con destino a los sujetos adheridos al Régimen de Incentivo creado en el artículo 1° de la presente, siempre que la actividad productiva que origine el incentivo se se desarrolle en esta jurisdicción.



Art 9°.- Los beneficios previstos en la presente ley tendrán una duración de dos (2) años contados desde la fecha de aprobación de adhesión al RIMICABA, manteniéndose vigentes durante dicho plazo con independencia de la modificación o derogación del Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones previsto en el Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802.


Art 10.- Dispuesta la revocación a los beneficios del Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones, conforme a lo previsto en el artículo 187 del Título XXIII de la Ley Nacional de Modernización Laboral N° 27.802, la Autoridad de Aplicación dispondrá, por acto administrativo, la pérdida de la adhesión al RIMICABA y el reintegro del importe correspondiente a los impuestos y tasas por los que hubiere sido exceptuado en virtud del RIMICABA, más los intereses correspondientes, conforme lo establezca la Autoridad de Aplicación.

Además, deberá abonar una multa que no podrá exceder dos (2) veces el monto equivalente a las exenciones otorgadas en el presente régimen, por el período en el que hubiere incurrido en la infracción, la que será calculada por la Autoridad de Aplicación.


Art 11.- El Poder Ejecutivo designará la autoridad de aplicación de la presente Ley.



Art 12.- Comuníquese, etc.
Sala de la Comisión: 4 mayo de 2026. 

IMAS, Silvia; PAKGOJZ, Nicolás; PELAYO, Solana.

En Disidencia Parcial: 

DONATI, Pablo; CRUCITTA, Aldana; GLIZE, Patricia; PARERA, Ignacio.
PAKGOJZ Nicolás; PELAYO Solana; RAMIREZ, María del Pilar; VARTABEDIAN Diego.
En Disidencia Parcial: 

WOLFF Waldo; DONATI Pablo; LÓPEZ, Matías; LOUPIAS Francisco; PARERA Ignacio; SICILIANO, Sergio; THOURTE Manuela.
DESPACHO DE MINORIA

Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Visto:



El Expediente Nro. 833-D-2026, de autoría de la diputada Ramírez María del Pilar, que propone la creación del Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (RIMICABA) y

Considerando:



Que el presente dictamen se inscribe en un contexto de deterioro estructural de la economía de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que no reconoce origen en la coyuntura reciente.  



Que durante el año 2024, el Producto Geográfico Bruto (PGB) porteño se contrajo un 4,8% según el Instituto de Estadística y Censos de la Ciudad (IDECBA) y más del doble de la caída nacional. Esta brecha revela que el ajuste fiscal y monetario golpeó con especial intensidad en la estructura económica porteña.  



Que la Ciudad dispone de herramientas propias para impulsar el desarrollo productivo con independencia del ciclo nacional; sin embargo, estas permanecen subutilizadas o desmanteladas. El Ministerio de Desarrollo Económico opera con recursos marginales sin una política clara de impulso al sector privado y el aumento de los puestos de trabajo formales.  



Que la política de desarrollo económico de la actual gestión se ha fragmentado en beneficios sectoriales y geográficos (Distrito Tecnológico, Parque de la Innovación, el propuesto Distrito de Inteligencia Artificial), diseñados para empresas capaces de radicarse en polígonos específicos, dejando estructuralmente fuera al pequeño comerciante y al microemprendedor.  



Que la respuesta propuesta mediante el expediente en tratamiento (adherir al Régimen de Incentivo para Medianas Inversiones - RIMI) implica delegar la política tributaria de la Ciudad en el Gobierno Nacional, permitiendo que sea la Nación quien decida qué empresas e inversiones califican.  



Que además, el régimen nacional establece pisos mínimos de inversión inalcanzables para gran parte del tejido empresarial porteño (USD 150.000 para microempresas) y opera con un carácter exclusivamente prospectivo, generando una inequidad fiscal con quienes ya invirtieron durante 2024 y 2025 en contextos de incertidumbre.  



Que por lo tanto proponemos un texto alternativo: el Régimen de Expansión Productiva Porteña (REPP), presentado en el expediente 1335-D-2026. Este régimen no establece pisos mínimos de inversión, permitiendo el acceso a cualquier persona física o jurídica con certificado MiPyME. Asimismo, incorpora una dimensión de justicia retroactiva reconociendo inversiones de los últimos dos años, y establece una lógica de equidad territorial priorizando beneficios en las Áreas de Desarrollo Prioritario Sur (ADPS).  



Por lo expuesto, esta Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria pone a consideración del Cuerpo el siguiente dictamen de minoría:

LEY
RÉGIMEN DE EXPANSIÓN PRODUCTIVA PORTEÑA (REPP)
Título I: Disposiciones Generales


Artículo 1°: Objeto
Créase el RÉGIMEN DE EXPANSIÓN PRODUCTIVA PORTEÑA en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que será de aplicación en todo el territorio de esta jurisdicción y regirá con los alcances y limitaciones establecidas en la presente Ley y en las normas complementarias que determine la Autoridad de Aplicación, para inversiones desarrolladas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.
Art

 2°: Finalidad del Régimen
El Régimen creado por la presente Ley persigue las siguientes finalidades:
· Fomentar la inversión y producción que generen valor agregado en la economía.

· Impulsar la generación de empleo registrado.

· Promover el desarrollo de proveedores localizados en la CABA.

· Fomentar la promoción, desarrollo y transferencia de nuevas tecnologías, conocimientos e innovación a nuestro país.

· Diversificar la matriz productiva.

· Aumentar las exportaciones con origen en la CABA y/o la sustitución de importaciones.

· Desarrollar nuevos sectores productivos.

Título II: Alcance



Art 3°: Sujetos Alcanzados

Están habilitados a presentar proyectos de inversión a ser considerados por la Autoridad de Aplicación, aquellos sujetos que cuenten con certificado MiPyME vigente emitido por el Ministerio de Economía de la Nación, que acredite su condición de Micro, Pequeña o Mediana Empresa, con las siguientes modalidades:
· Personas jurídicas constituidas en la República Argentina.

· Personas físicas que cuenten con el mencionado certificado vigente.

En caso de cumplir los requisitos establecidos en la presente norma y los complementarios que establezca la Autoridad de Aplicación, cualquier inversión realizada los dos (2) años previos a la reglamentación de la presente es susceptible de ser alcanzada por los beneficios de la misma.


Art 4°: Sujetos excluidos
No se admitirá la presentación de proyectos por parte de los siguientes sujetos:
· Las personas físicas, o las personas jurídicas en las que, según corresponda, sus socios, administradores, directores, representantes legales, síndicos, miembros del consejo de vigilancia o quienes ocupen cargos equivalentes en las mismas, hayan sido condenados, con condena confirmada en segunda instancia, con fundamento en las leyes 23.771 y 24.769 y sus modificatorias o del Régimen Penal Tributario del Título IX de la Ley 27.430 y sus modificaciones, o bajo el Título I, Sección XII del Código Aduanero (Ley 22.415 y sus modificaciones), o bajo el Régimen Penal Cambiario de la Ley 19.359 (confr. Decreto 480/95 y sus modificaciones), según corresponda o aquellas condenadas, con condena firme, por cualquier tipo de delito en virtud de la Ley 27.401;

· Fallidos en los términos de las leyes N° 19.551,  N° 24.522 y sus modificatorias;

· Quienes registren deudas exigibles en su calidad de contribuyentes de los impuestos Inmobiliario, sobre los Ingresos Brutos, a los Automotores y/o de Sellos y/o cualquier otro que determine la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos (AGIP). 



Art 5°: Sectores alcanzados
Este Régimen resultará aplicable a todas las personas físicas o jurídicas que realicen su actividad económica en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en la forma y condiciones que determine la reglamentación.
Se exceptúan del presente régimen a aquellas actividades pertenecientes al sector financiero y de seguros.


Art 6°: Inversiones Productivas. Concepto
A los fines del presente Régimen se consideran inversiones productivas a aquellas destinadas a la adquisición de bienes de capital, equipamiento y otros activos tangibles que se encuentren directamente relacionados al desarrollo de las actividades especificadas y/o la construcción, adecuación, remodelación o ampliación de infraestructura necesaria para la prestación de dichas actividades. Todas ellas deben estar afectadas directamente al desarrollo de actividades productivas en el territorio de la CABA.
Se autoriza a la Autoridad de Aplicación a determinar condiciones adicionales y los controles pertinentes con el fin de cumplimentar el presente artículo.
Están expresamente excluidos del presente régimen las inversiones en activos financieros, de portfolio, bienes de cambio y la construcción de nuevos inmuebles que no sean requeridos para la actividad principal.


Art 7°: Montos de los Proyectos

A los efectos de la presentación de los proyectos y su consideración por parte de la Autoridad de Aplicación, no existen montos mínimos para su aprobación. Cada persona física o jurídica que invierta en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires estará en las mismas condiciones de acceder a los beneficios del presente Régimen sin importar el monto de inversión.


Art 8°: Plazo para presentar los proyectos
El plazo para adherirse al Régimen será de dos (2) años, contados a partir de la entrada en vigencia de la reglamentación de la presente. Se faculta al Poder Ejecutivo para que, una vez finalizado el plazo mencionado previamente, pueda efectuar nuevas convocatorias públicas a presentar Proyectos, las que deberán permanecer abiertas por un plazo mínimo de un (1) año.
La presentación de los proyectos para su consideración por parte de la Autoridad de Aplicación debe ser efectuada dentro de un plazo máximo de hasta seis (6) meses de iniciado el proyecto. Para el caso de los proyectos alcanzados por el Régimen e iniciados con anterioridad a la reglamentación de la presente, la Autoridad de Aplicación indicará los mecanismos y requisitos de presentación para acceder a los beneficios.
Título III: Presentación, evaluación y aprobación de los proyectos


Art 9°: Presentación de los proyectos
A efectos de solicitar la adhesión al presente Régimen los interesados deberán cumplir los siguientes requisitos:
· Presentar la solicitud de adhesión.

· Acompañar un plan de inversión en los términos y condiciones previstos en la presente Ley y normas reglamentarias.

En caso de haber realizado la inversión en los plazos establecidos en la presente Ley, la Autoridad de Aplicación determinará la documentación a constatar para poder incorporarse en el presente Régimen.



Art 10°: Evaluación de los proyectos
La Autoridad de Aplicación evaluará y definirá la adhesión de Proyectos al presente Régimen o la denegación de la solicitud. El acto administrativo que apruebe o rechace la adhesión al Régimen y el plan de inversión presentado deberá contener en cada caso una justificación fundamentada por parte de la Autoridad de Aplicación y deberá ser remitida a la Comisión de Presupuesto, Hacienda, Administración Financiera y Política Tributaria de la Legislatura.

El rechazo a los proyectos de inversión por parte de la Autoridad de Aplicación deberá estar fundamentado por alguna de las siguientes causas:

. Inviabilidad técnica, cuando por razones operativas no resulte razonable la ejecución del proyecto en los términos, condiciones o plazos previstos en el plan de inversión.

a. Inviabilidad económico-financiera, cuando la estructura de financiamiento, los costos estimados o la capacidad económica del solicitante no resulten suficientes para garantizar la ejecución del proyecto.

b. Inconsistencia de la información, cuando la documentación presentada resulte incompatible, incompleta o contradictoria. 

c. Externalidades negativas sobre el entorno, cuando el proyecto genere impactos adversos significativos, incluyendo efectos ambientales perjudiciales para la población o el territorio.

d. Preservación del patrimonio histórico, cuando el proyecto implique riesgos o daños a bienes protegidos o de valor patrimonial.

e. Inadecuación a la normativa vigente, cuando el proyecto no cumpla con la legislación aplicable, incluyendo la normativa urbanística y ambiental.

Con carácter previo al rechazo, la Autoridad de Aplicación deberá notificar al solicitante las observaciones realizadas y otorgarle un plazo razonable para corregirlas o justificarlas, salvo que no sea posible hacerlo por la naturaleza de la observación.

Se autoriza a la Autoridad de Aplicación a establecer un trámite abreviado para las inversiones de menor escala en cuanto a los fundamentos de la inversión mencionados en el presente artículo. 



Art 11°: Información a ser suministrada para la evaluación del proyecto
A efectos de solicitar la evaluación y adhesión de su Proyecto al presente Régimen y ser receptores/as de los beneficios previstos, los y las solicitantes deberán presentar:

· Solicitud de adhesión al Régimen;

· Datos societarios o relativos a los contratos asociativos, según corresponda, del/de la solicitante;

· Constitución de domicilio dentro de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a los efectos de las notificaciones y designación de la persona o representante para tratar cuestiones del proyecto con la Autoridad de Aplicación, a efectos de lo cual deberán incluirse sus datos de contacto. Cualquier modificación deberá informarse y actualizarse dentro de los veinte (20) días hábiles de producida;

· Documentación necesaria a efectos de demostrar no estar alcanzado/a por las exclusiones previstas en el artículo 4° de la presente Ley;

· Declaración con respecto a la factibilidad técnica, económica y financiera del proyecto de inversión del que surja evidencia razonable de viabilidad, incluyendo matriz de riesgos, plan de mitigación e informe de evaluador económico financiero independiente;

· Descripción de la fuente o modo de financiamiento del monto de la inversión. En todos los casos el financiamiento será a exclusiva cuenta y riesgo del solicitante;

· Descripción del objeto del plan de inversión, la ubicación del proyecto y el sector al que corresponde;

· Monto de la inversión total del proyecto, especificando los montos involucrados en el inicio, construcción, operación y cierre del mismo, detallando los rubros y conceptos de inversión proyectados según corresponda;

· Cronograma estimado de la inversión total en el proyecto (con descripción –si correspondiera- del plazo de obra o construcción, fecha estimada de puesta en marcha y vida útil del proyecto);

· Volumen estimado de producción y/o servicios prestados, según corresponda;

· Volumen de exportaciones y/o proyección de ingresos de divisas por servicios prestados a sujetos no residentes en el territorio nacional, con cronograma proyectado hasta fin de vida útil y antecedentes de los últimos tres (3) años, en caso de corresponder; 

· Volumen de importación a sustituir que no tiene fabricación nacional o la que existe resulta escasa o inconveniente frente a la demanda interna, en caso de corresponder;

· Rubros principales a los que se destinaría el monto de inversión con los costos de capital y operación debidamente discriminados;

· Firma de representante legal del solicitante.

La información referida será presentada por el solicitante en cumplimiento del presente artículo al solo efecto de evaluar la solicitud de adhesión al Régimen. Cualquier modificación de lo informado deberá ser notificada dentro de los veinte (20) días hábiles de conocida la modificación por parte del solicitante.
La Autoridad de Aplicación podrá solicitar documentación complementaria o aclaraciones, a efectos de evacuar consultas técnicas sobre el Proyecto presentado en el marco de la evaluación del mismo y establecerá los mecanismos necesarios para poder presentar inversiones realizadas los últimos dos (2) años.


Art 12°: Aprobación de los proyectos
A los efectos de adquirir los derechos y beneficios que se establecen en el presente Régimen, los/as interesados/as deberán obtener la aprobación expresa por parte de la Autoridad de Aplicación de la adhesión y del plan de inversión presentado.
Los derechos y beneficios se adquirirán a partir de la fecha en que se hubiere iniciado la inversión, conforme lo determine la Autoridad de Aplicación en el acto administrativo de aprobación.
La Autoridad de Aplicación evaluará los proyectos presentados pudiendo requerir aclaraciones, realizar observaciones y formular recomendaciones a los fines de evitar la segmentación de los mismos. La presentación de planes de inversiones en fases que correspondan a un mismo proyecto deberá estar debidamente justificada, pudiendo la Autoridad de Aplicación realizar las observaciones que considere pertinentes.
La Autoridad de Aplicación contará con un plazo máximo de sesenta (60) días hábiles para expedirse sobre la aprobación o rechazo del proyecto, contados a partir de la integración de la documentación indicada en el artículo 11° y, en su caso, la información o documentación complementaria que fuera requerida.
Título IV: Beneficios fiscales


Art 13°: Incentivos tributarios
Los sujetos que accedan al Régimen creado por la presente Ley, gozarán de los siguientes incentivos tributarios:
. Exenciones parciales del pago de los impuestos Inmobiliario, sobre los Ingresos Brutos, y de Sellos, conforme corresponda según el artículo 14° de esta Ley.

a. Estabilidad fiscal con el alcance establecido en el artículo 16° de esta Ley.



Art 14°: Exenciones. Plazos y alcance

Las exenciones previstas en el inciso a) del artículo precedente tendrán el siguiente alcance:
	Monto de la inversión / Beneficio base
	Años
	Porcentaje de exención

	Desde 0 hasta 74.350 UVAs
	2
	70%

	Desde 74.351 hasta 743.494 UVAs
	1
	50%

	Mayor a 743.494 UVAs
	1
	25%


En caso de cumplirse alguna/s de las condiciones a continuación detalladas, se adicionan los siguientes porcentajes y años de beneficios:
	Condiciones
	Años
	Porcentaje de exención

	Incremento de puestos de empleo
	1
	10%

	Localización en Áreas de Desarrollo Prioritario Sur (ADPS), definidas en el Código Urbanístico de la CABA
	1
	10%


Los beneficios otorgados en ningún caso podrán superar los tres (3) años de vigencia y un ochenta por ciento (80%) de exención y serán contabilizados por persona física o jurídica, no por inversión. En el caso que una persona jurídica o física presenten más de un proyecto de inversión serán contabilizados en conjunto.
El porcentaje de exención que corresponda en función de lo indicado precedentemente se aplicará, según el impuesto de que se trate, de acuerdo a lo previsto a continuación:
. Impuesto Inmobiliario: en la parte correspondiente al/los inmueble/s afectado/s a las actividades que se desarrollen en el marco de las inversiones promocionadas de acuerdo con el Régimen establecido por la presente.

a. Impuesto sobre los Ingresos Brutos: sobre los ingresos derivados de las actividades desarrolladas, obtenidos en el marco de la nueva planta, local o inversión promocionada de acuerdo con el citado Régimen. Para el caso de ampliaciones y/o nuevos procesos productivos solo aplicará sobre los ingresos nuevos generados exclusivamente por esos proyectos.

b. Impuesto de Sellos: correspondiente a los actos, contratos y operaciones necesarios para la construcción y/o montaje y/o puesta en marcha de las instalaciones que se requieran para las actividades que se desarrollen en el marco de las inversiones promocionadas, de acuerdo con el Régimen creado por esta Ley, y los actos, contratos y operaciones directamente vinculados al desenvolvimiento de las mismas. Esta exención alcanzará a todas las otras partes contratantes. El Poder Ejecutivo delimitará, a través de la reglamentación, los actos, contratos y operaciones que quedarán alcanzados por el beneficio.



Art 15°: Vigencia

Las exenciones establecidas en los artículos anteriores comenzarán a regir a partir de la fecha de inicio de la inversión, conforme lo determine la Autoridad de Aplicación; con excepción de la exención del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, que regirá desde la fecha de promoción que indique la Autoridad de Aplicación o desde el inicio de la actividad promovida, la que fuera posterior.



Art 16°: Estabilidad fiscal

El beneficio de estabilidad fiscal previsto en el inciso b) del artículo 13° de esta Ley, implica que, desde la notificación del acto administrativo que apruebe el ingreso del Proyecto al Régimen y durante el plazo de beneficios otorgado al Proyecto conforme corresponda según el artículo 14° y lo resuelto por la Autoridad de Aplicación, los sujetos que hayan accedido al Régimen creado en el marco de la presente no podrán ver incrementada la carga tributaria correspondiente a los Impuestos sobre los Ingresos Brutos y de Sellos vigente a la fecha de acceso al mismo, con relación a la actividad promocionada en el marco del Régimen creado por la presente, o a los actos, contratos u operaciones beneficiados, sin computar las exenciones de los gravámenes establecidas en los incisos b y c del artículo 14° de la presente.

La estabilidad fiscal no podrá ser afectada por la derogación de la presente Ley, por la creación de nuevos tributos en la Ciudad o por el establecimiento de otras normas tributarias más gravosas o restrictivas, que inciden sobre los ingresos brutos o instrumentos comprendidos en el beneficio.



Art 17°: Adecuaciones en los regímenes de recaudación

La Administración Gubernamental de Ingresos Públicos adecuará la aplicación de los regímenes de recaudación del impuesto sobre los Ingresos Brutos considerando los incentivos tributarios establecidos en la presente Ley, adoptando las medidas operativas y normativas necesarias a tal fin.

Para el caso de las inversiones realizadas con anterioridad a la reglamentación de la presente ley y cumpliendo los requisitos establecidos, la AGIP establecerá en conjunto con la Autoridad de Aplicación los reintegros por los pagos de impuestos eximidos ya realizados.

Título V: Régimen sancionatorio



Art 18°: Infracciones

Serán sancionables las siguientes infracciones del presente Régimen y sus normas reglamentarias:

· Falsedad o inexactitud en las declaraciones juradas y demás información presentada ante la autoridad de aplicación u otros organismos competentes en el marco de la presente Ley;

· Omisión o demora en la presentación de la información requerida por la autoridad de aplicación u otros organismos competentes en el marco de la presente Ley;

· Desafectar los bienes de capital, partes, accesorios e insumos introducidos al amparo de franquicias establecidas por el Régimen regulado en la presente Ley, para destinarlo a actividades distintas a las comprendidas en el Proyecto adherido, sin haber dado cumplimiento a los requisitos de desafectación que pudieran corresponder;

· Incumplimiento material de cualquiera de las disposiciones del Régimen regulada en la presente Ley, sus normas reglamentarias y cualquier otra disposición que dicte la Autoridad de Aplicación en ejercicio de sus competencias;

· Incumplimiento de los compromisos asumidos en el proyecto aprobado, el plan de inversión acordado, o sus eventuales modificaciones aprobadas por la autoridad de aplicación.



Art 19°: Sanciones

Ante la verificación de una de las infracciones descriptas, se procederá a la exclusión del Régimen con pérdida de los beneficios que se le hubieren acordado según lo previsto en la presente Ley, además de una multa equivalente a los importes con los que hubieren resultado beneficiados en virtud del mismo más los intereses correspondientes, según lo establezca la Autoridad de Aplicación.

Título VI: Autoridad de Aplicación



Art 20°: Autoridad de Aplicación

La Autoridad de Aplicación de las disposiciones de la presente Ley, serán el Ministerio de Desarrollo Económico o el organismo que en el futuro lo reemplace.


Art 21°: Funciones de la Autoridad de Aplicación

Son funciones de la Autoridad de Aplicación:

· Recibir, evaluar y aprobar los proyectos que soliciten la adhesión al RÉGIMEN creado por la presente Ley.

· Emitir el acto administrativo que apruebe o rechace la inclusión de los proyectos en el marco del presente Régimen.

· Monitorear la ejecución de los proyectos adheridos al Régimen y la cumplimentación de los compromisos asumidos que dieron lugar al otorgamiento del beneficio.

· Dictar las normas aclaratorias, complementarias y operativas que resulten necesarias a los fines de asegurar el adecuado cumplimiento de la presente Ley.

· Suministrar a la Administración Gubernamental de Ingresos Públicos la información necesaria a los fines de la registración en su base de datos de los incentivos tributarios otorgados a los sujetos adheridos al Régimen en el marco del artículo 13° y concordantes de la presente Ley, los ceses y toda modificación vinculada a los mismos, conforme disponga la reglamentación.

· Aplicar las sanciones previstas en el artículo 19° previo procedimiento administrativo sumarial.

· Percibir las sumas abonadas en concepto de sanciones aplicadas a las beneficiarias conforme lo previsto en el Título V de la presente Ley.

· Todo otro acto que resulte necesario para la implementación del presente Régimen.

Título VII: Fomento al Consumo



Art 22°: Programa de Reintegros al Consumo

Instituyese el Programa de Reintegros al Consumo (PRC) en el marco del presente Régimen, con el objeto de estimular la demanda, dinamizar la economía porteña y fortalecer el ecosistema productivo local. El beneficio del PRC alcanzará a todos los establecimientos radicados en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que desarrollen actividades comprendidas en los sectores incluidos en el REPP conforme al artículo 5° de la presente Ley, independientemente de si han adherido formalmente al Régimen.



Art 23°: Mecanismo de Reintegro

Los consumidores que realicen pagos mediante la billetera virtual del Banco de la Ciudad de Buenos Aires en establecimientos comprendidos en los sectores alcanzados por el REPP percibirán un reintegro automático e inmediato en su cuenta, acreditado en el momento de efectuada la operación. El reintegro será equivalente al treinta por ciento (30%) del monto abonado para las operaciones realizadas en establecimientos adheridos al REPP y no inferior al quince por ciento (15%) para aquellos que, sin haber adherido al Régimen, pertenezcan a los sectores alcanzados por el mismo. Los porcentajes exactos dentro de dichas bandas serán determinados periódicamente por la Autoridad de Aplicación.
El Banco de la Ciudad de Buenos Aires establecerá con carácter periódico, los topes máximos de reintegro por transacción y por período mensual por usuario, los que deberán actualizarse al menos una (1) vez por trimestre utilizando como referencia la variación del índice de Precios al Consumidor de la Ciudad (IPC-CABA). El reintegro previsto en el presente artículo no será acumulable con otras promociones o beneficios sobre la misma transacción, salvo que la reglamentación disponga lo contrario.



Art 24°: Financiamiento del Programa de Reintegros al Consumo

El financiamiento del Programa de Reintegros al Consumo será solventado de forma conjunta por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el Banco de la Ciudad de Buenos Aires. El Poder Ejecutivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires asignará anualmente en la Ley de Presupuesto los recursos correspondientes a su parte del financiamiento del Programa. El Banco de la Ciudad de Buenos Aires aportará la parte restante del financiamiento necesario para la ejecución del PRC. La Autoridad de Aplicación determinará mediante acuerdo institucional anual la distribución proporcional de los aportes de cada parte, la que deberá ser informada a la Legislatura de la Ciudad. El Banco de la Ciudad deberá presentar ante la Legislatura un informe anual sobre la ejecución presupuestaria del Programa, el volumen de reintegros acreditados, la cantidad de usuarios beneficiados y el impacto económico estimado sobre los establecimientos alcanzados.



Art 25°: Ferias y Circuitos de Consumo Local

La Autoridad de Aplicación organizará, promoverá y financiará ferias, mercados y circuitos de consumo local cuyos sectores comerciales se encuentren incluidos en el REPP conforme al artículo 5° de la presente Ley, con el objeto de ampliar los canales de venta directa, fortalecer el vínculo con los consumidores porteños y dinamizar la economía local. La participación en dichos eventos estará abierta a todos los productores, prestadores de servicios y comercios que desarrollen actividades en los sectores alcanzados por el REPP. Dichos eventos podrán realizarse en espacios públicos, predios municipales u otros espacios habilitados de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con prioridad en las Áreas de Desarrollo Prioritario Sur (ADPS) definidas en el Código Urbanístico.



Art 26°: Difusión y Acceso a la Información

La Autoridad de Aplicación mantendrá actualizado y de libre acceso público un registro de los establecimientos adheridos al REPP que participen del Programa de Reintegros al Consumo y de las ferias y circuitos de consumo local, con indicación de su rubro, localización y datos de contacto. Dicho registro deberá ser accesible a través del sitio web oficial del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y podrá integrarse con plataformas digitales de uso masivo con el fin de maximizar la visibilidad de los establecimientos beneficiados y facilitar su localización por parte del público consumidor.
Título VIII: Disposiciones finales



Art 27°: Vigencia

La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.



Art 28°: Comuníquese.
Sala de la Comisión: 4 de mayo de 2026. 
CAPORICCIO, francisco; LAMMENS, Matías; GRILLO, Alejandro; ROSSEN, Bárbara.
NEIRA, Claudia; BARROETAVEÑA. Matías; LAMMENS, Matías; CAPORICCIO, francisco; MODARELLI, Juan Pablo; BIELLI, María.
